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I) NOVEDADES NORMATIVAS

En esta sesión del presente seminario, hay algunas novedades normativas, estatales y autonómicas, que merecen ser destacadas en el ámbito de los aspectos financieros y presupuestarios desde la fecha de presentación del anterior informe. Se ha tomado como referencia el BOE y el BOA hasta los respectivos números del día 1 de marzo y también en cuanto a los boletines oficiales de las provincias aragonesas.

1. Estado

- Real Decreto-ley 18/2019, de 27 de diciembre, por el que se adoptan determinadas medidas en materia tributaria, catastral y de seguridad social (BOE núm. 312 , de 28 de diciembre)

Como es sabido, el artículo 32 de la Ley del Catastro inmobiliario prevé que las Leyes de presupuestos generales del Estado podrán actualizar los valores catastrales mediante la aplicación de determinados coeficientes, los cuales podrán ser diferentes para cada uno los diferentes grupos de municipios o para cada clase de inmuebles.

Siendo esto así, ante la inexistencia de Ley de Presupuestos antes de final de año y dado que la actualización en cuestión es precisa al devengarse el IBI el día 1 de enero, la norma que se comenta procede al señalamiento de los coeficientes de actualización de los valores catastrales para 2020. 

En concreto, los coeficientes de actualización de valores catastrales a que se refiere el apartado 2 del artículo 32 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario se fijan para 2020 en los siguientes:

	Año de entrada en vigor ponencia de valores
	Coeficiente de actualización

	1984, 1985, 1986, 1987 y 1988
	    1,05

	1989, 1990, 1994, 1995, 1996,

1997, 1998, 1999, 2000, 2001,

2002 y 2003


	    1,03

	2011, 2012 y 2013
	    0,97


Los coeficientes previstos en el apartado anterior se aplicarán en los siguientes términos:

a) Cuando se trate de bienes inmuebles valorados conforme a los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, se aplicará sobre el valor asignado a dichos bienes para 2019.

b) Cuando se trate de valores catastrales notificados en el ejercicio 2019, obtenidos de la aplicación de Ponencias de valores parciales aprobadas en el mencionado ejercicio, se aplicará sobre dichos valores.

c) Cuando se trate de bienes inmuebles que hubieran sufrido alteraciones de sus características conforme a los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, sin que dichas variaciones hubieran tenido efectividad, el coeficiente se aplicará sobre el valor asignado a tales inmuebles, en virtud de las nuevas circunstancias, por la Dirección General del Catastro, con aplicación de los módulos que hubieran servido de base para la fijación de los valores catastrales del resto de los bienes inmuebles del municipio.

El presente real Decreto-ley fue objeto de convalidación en Sesión de Congreso de los Diputados de 4 de febrero de 2020 (BOE, núm. 36, de 11 de febrero).

- Orden HAC/1257/2019, de 17 de diciembre, por la que se establece la relación de municipios a los que resultarán de aplicación los coeficientes de actualización de los valores catastrales que establezca la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2020 (BOE núm. 312 , de 28 de diciembre)

En conexión con la anterior norma, la presente Orden Ministerial procede a recoger los Municipios concretos a los que les resultará de aplicación los coeficientes ahora examinados, entre los cuales se encuentran diversos municipios de las provincias aragonesas (58 de la provincia de Huesca, 52 de la provincia de Teruel y 20 de la provincia de Zaragoza), y, en particular, las tres capitales de provincia.

- Resolución de 9 de enero de 2020, de la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, por la que se actualiza el anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017 de la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio de prudencia financiera aplicable a las operaciones de endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y entidades locales (BOE núm. 9 , de 10 de enero)

Norma habitual y periódica en la que se fijan los criterios aplicables en relación a las operaciones de endeudamiento de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales.

2. Comunidades Autónomas 

En el presente apartado procederemos a comentar aquellas disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas que, encontrándose referidas a los aspectos tributarios, de gasto público y crediticios, afectan a las Entidades locales. 

C) GALICIA

- Ley 6/2019, de 23 de diciembre, de Presupuestos para el ejercicio 2020 (DOG núm. 246, de 27 de diciembre)

Los artículos de dicha Ley relacionados con la financiación de las Entidades locales aparecen recogidos en el Título V de la misma. En este sentido, dichos preceptos se ocupan de las siguientes cuestiones: 

Artículo 56: Créditos asignados a las Corporaciones locales.

Artículo 57: Dotación y distribución del Fondo de Cooperación local.

Artículo 58: Transferencias derivadas de convenios o subvenciones.

Artículos 59 y 60: Procedimiento de compensación y retención del Fondo de Cooperación Local (para los supuestos en que la Entidad local respectiva mantenga deudas firmes, líquidas y exigibles frente a la CCAA Gallega).

D) ANDALUCÍA
- Ley 6/2019, de 19 de diciembre, de Presupuestos de la CCAA de Andalucía para el año 2020 (BOE núm. 21, de 24 de enero) 

El artículo 42 de la referida Ley regula las condiciones del traspaso de determinados servicios y competencias de la Comunidad Autónoma andaluza a las Entidades locales de su territorio, indicando, asimismo, las reglas aplicables para determinar las cantidades que deberán satisfacerse a las referidas Entidades como consecuencia del mencionado traspaso.

Por su parte, el artículo 43 de la mencionada Ley prevé que las deudas que las Entidades Locales frente a la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía se compensarán preferentemente con cargo a los créditos que las mismas tuvieran reconocidos en el Fondo de Participación de las Entidades Locales en los tributos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

F) ARAGON

- Ley 10/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos para el ejercicio 2020 (BOA núm. 253, de 30 de diciembre)
Los preceptos de dicha Ley relativos a la financiación de las Entidades locales aparecen regulados, en lo básico, en el Título V de la misma. 

En este sentido, el artículo 36 procede a establecer las normas de gestión del Fondo local de Aragón. Dicho Fondo aparece constituido por el conjunto de transferencias destinadas a las Entidades locales como apoyo al desarrollo y gestión de las actividades que sean competencias de estas últimas. El desglose de la cuantía y destino de las referidas transferencias se recoge en el Anexo VI de la propia Ley de Presupuestos, si bien se prevé la posibilidad de habilitar, a lo largo del ejercicio, cantidades adicionales dirigidas a esta misma finalidad.

Junto a lo anterior, se prevé que el Gobierno de Aragón podrá determinar las líneas de subvención del Fondo Local de Aragón dirigidas a financiar la colaboración en el mantenimiento de las actuaciones y servicios de competencia compartida entre la CCAA de Aragón y las entidades locales, pudiendo ordenarse anticipos de pago del 90% del importe concedido.

Junto a ello, y en el marco de la política demográfica y contra la despoblación, el artículo 37 hacen referencia al conjunto de programas de financiación destinados a los diversos agentes sociales y territoriales y orientados, en lo fundamental, al objetivo de mejorar la estructura poblacional de los asentamientos aragoneses.

Por su parte, el artículo 38 de la referida Ley hace referencia al denominado Fondo de cohesión territorial, el cual aparece integrado por las partidas presupuestarias específicas, cuya gestión corresponde al Departamento de Vertebración del Territorio, destinadas a avanzar en la cohesión territorial y el equilibrio poblacional de Aragón, mediante transfe​rencias corrientes y de capital (capítulos IV y VII) a los diversos agentes sociales y territoriales que vayan a desarrollar actua​ciones enmarcadas en alguno de los ejes de desarrollo territorial que se contemplan tanto en la Estrategia de Ordenación del territorio de Aragón como en la Directriz especial de Ordenación territorial de Política demográfica y contra la despoblación.

Por su parte, el artículo 39 de la Ley de Presupuestos se ocupa de regular la materia relativa a las trasferencias a las Administraciones Comarcales, consignados en la Sección 26 del Presupuesto, y cuya gestión corresponde al titular del Departamento de presidencia. Dentro de todas ellas destaca el Fondo Social Comarcal, el cual se destinará prioritariamente a programas y servicios sociales de competencia comarcal pendientes de implantar o de reciente implantación.

Junto a las anteriores previsiones, el artículo 40 hace referencia a la financiación de determinados programas finalistas de servicios sociales, especialmente en materia de integración social.

Por lo demás, el artículo 41 de la Ley de Presupuestos procede a regular el Fondo de compensación a Ayuntamientos incluidos en áreas calificadas como Espacios Naturales Protegidos de Aragón. A este respecto, y además de establecer los módulos de reparto, se prevé que el importe máximo a percibir por este concepto sea de 150.000 euros y el mínimo de 5.000 euros.

Por último, y ya en sede de disposiciones adicionales, la disposición adicional decimocuarta procede a establecer las tarifas del Impuesto de Contaminación de las Aguas. 

- Resolución de 7 de febrero de 2020, del Presidente de la Cámara de Cuentas de Aragón, por la que se dispone la publicación de la Instrucción 1/2020, de 9 de enero, de la Cámara de Cuentas de Aragón, por la que se regulan la rendición telemática de la cuenta general de las entidades locales y el formato de dicha cuenta correspondiente al ejercicio 2019
Resolución anual tradicional en el ámbito de la rendición de cuentas que deben efectuar las entidades locales de la CCAA aragonesa.

I) OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

- Ley 1/2020, de 31 de enero, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Extremadura para el ejercicio 2020 (DOE núm. 22, de 3 de febrero)

Los artículos de dicha Ley relacionados con la financiación de las Entidades locales aparecen recogidos en el Título V de la misma. En este sentido, dichos preceptos se ocupan de las siguientes cuestiones: 

Artículos 48 y 49: Dotación y distribución del Fondo de Cooperación Municipal.

Artículo 50: Dotación y distribución del Fondo de Cooperación para Mancomunidades Integrales de Municipios.

- Ley 19/2019, de 30 diciembre, de Presupuestos de la CCAA de las Islas Baleares para el ejercicio 2020 (BOIB núm. 175, de 31 de diciembre)

La única previsión relativa a las Corporaciones Locales aparece recogida en el artículo 33 de la Ley arriba citada, el cual hace mención a los Fondos de colaboración económico con las Entidades Locales de dicha Comunidad.

- Ley 19/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la CCAA de Canarias para 2020 (BOE, núm. 252, de 31 de diciembre)

Los artículos de dicha Ley relacionados con la financiación de las Corporaciones locales aparecen recogidos en el Título IX de la misma. A este respecto, dichos preceptos se ocupan de las siguientes cuestiones: 

Artículo 77: De los créditos por transferencias y delegaciones de competencias a los cabildos insulares.
Artículo 78 y 79: Financiación específica de las Corporaciones Locales Canarias

Artículo 80 y 81: Fondo Canario de Financiación Municipal

- Ley 1/2020, de 30 de enero, de Presupuestos de la CCAA de LA RIOJA para el ejercicio 2020 (BOE núm. 12, de 31 de enero)

Es el Capítulo VI de dicha Ley el que se ocupa de regular el Fondo de Cooperación Local de La Rioja, el cual constituye el instrumento general de cooperación económica de la Comunidad Autónoma de La Rioja con las Entidades locales de su territorio para la financiación de las obras y servicios municipales y para contribuir a la suficiencia financiera de las mismas.

Más en concreto, son los artículos 26 a 31 de la referida Ley de Presupuestos los que se ocupan de fijar la cuantía total de dicho Fondo, así como su distribución en función de las peculiares características de cada Corporación local (capitalidad; cabeceras de comarca; municipios con población superior a dos mil habitantes; y pequeños municipios).

- Ley 4/2019, de 23 diciembre, de Presupuestos de la CCAA de CANTABRIA para el ejercicio 2020 (BOC extraordinario núm. 76, de 30 de diciembre)

En este caso, la única previsión relativa a las Corporaciones Locales, recogida en el artículo 12 de la Ley arriba citada, hace referencia al pago de las deudas vencidas y exigibles que aquéllas tengan con la Hacienda de la Comunidad Autónoma, previéndose la posibilidad de que las mismas presenten un plan específico y un calendario para la cancelación de las referidas deudas.

3. ORDENANZAS FISCALES 

Resulta imposible, por razones obvias, comentar la totalidad de las propuestas y modificaciones, pero al menos sí se analizar lo correspondiente a las capitales de provincia.

En lo que respecta a Zaragoza, se produce una pequeña Rebaja del IBI, así como también, en determinadas operaciones, en el IIVTNU. En el ICIO se añade alguna bonificación, manteniéndose el grueso de las tasas sin cambios.

En lo concerniente a Huesca, se produce, asimismo, una pequeña Rebaja del IBI (aunque la misma se mitigará por la actualización de los valores catastrales). Se mejoran algunas bonificaciones del IAE y se mantiene el importe de las tasas.

Por último, y ya lo concerniente a Teruel, se reduce, si bien en muy poco importe, el IVTM, manteniéndose sin modificaciones el resto de impuestos, así como la práctica totalidad de las tasas.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

Al igual que en informes precedentes, la referencia indicada entre paréntesis, en los pronunciamientos que más abajo se citan, corresponden a la base de datos Westlaw de la Editorial Thomson-Reuters (Aranzadi), salvo que se indique de modo expreso lo contrario. 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

- Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Modificación de la LHL a través de Decreto-ley: admisibilidad en el caso enjuiciado

La Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de enero de 2020 (aún no publicada) resuelve el recurso de inconstitucionalidad planteado por el Grupo popular en el Congreso contra diversas modificaciones efectuadas en el seno de diferentes normas por el Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler.

En concreto, y en lo que al ámbito local interesa, debe señalarse que las modificaciones introducidas por el referido Decreto-ley afectaban al IBI, al introducirse en dicho Impuesto, a través de aquel, las dos siguientes modificaciones: 1) la imposibilidad de que los entes públicos, cuando sean arrendadores de una vivienda en régimen de renta limitada, repercutan la cuota tributaria del referido Impuesto; y 2) La habilitación a los entes locales para establecer una bonificación del 95 por 100 del mismo impuesto para bienes inmuebles destinados a alquiler con renta limitada.

Abordando dicha cuestión, el Tribunal Constitucional, recuerda que, según su doctrina, el Decreto-ley no tiene vedada cualquier modificación que afecte a normas tributarias, sino solamente aquellas “que, por su entidad cualitativa o cuantitativa, alteren sensiblemente la posición del obligado a contribuir según su capacidad económica en el conjunto del sistema tributario", para lo cual "es preciso tener en cuenta, en cada caso, en qué tributo concreto incide el decreto-ley y qué elementos del mismo -esenciales o no- resultan alterados por este excepcional modo de producción normativa”.

Siendo esto, el Tribunal Constitucional concluye que aun cuando se aceptara que el IBI constituye, como el IRPF, IS e IRNR, pilares estructurales del sistema tributario, las modificaciones efectuadas en los mismos por los preceptos impugnados no son de alcance general, ni alteran sustancialmente la posición de los contribuyentes frente a esos impuestos ni en el conjunto del sistema tributario, sino que se limitan a introducir correcciones parciales en la forma de tributar de operaciones singulares de entre las muchas que quedan sujetas a los impuestos afectados, que son concretamente aquéllas que se quieren proteger por el Real Decreto-ley impugnado: el alquiler de viviendas. Y en el caso del IBI, además, no todas ellas, sino solo las de renta limitada.

Conclusión esta que lleva a desestimar el recurso de inconstitucionalidad entablado en lo que concierne al punto ahora examinado. 

2. TRIBUNAL SUPREMO 

- Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. rechazo de la tesis maximalista

La Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de diciembre de 2019 procede a examinar un recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Logroño contra una Sentencia de un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Cuenca, que estimaba el recurso interpuesto contra una liquidación dictada por el referido Impuesto basándose en la denominada tesis maximalista.

A este respecto, el Tribunal Supremo, siguiendo la doctrina sentada en su Sentencia de 9 de julio de 2018, rechaza la aplicación de dicha tesis maximalista, casando la Sentencia dictada por el referido juzgado y retrotrayendo las actuaciones al momento anterior de dictar una nueva Sentencia por parte del mencionado Juzgado valorando si el sujeto pasivo había logrado demostrar, por cualquier medio probatorio, la inexistencia de una plusvalía real con ocasión de la transmisión de inmueble respectivo.

- Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Responsabilidad patrimonial de la Administración Pública. Admisibilidad en caso de demostración de la inexistencia de incremento de valor

La Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de noviembre de 2019 (RJ 2019/4955) estima el recurso de casación interpuesto por un particular contra un Acuerdo del Consejo de Ministros desestimatorio de la solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado Legislador en relación con el IIVTNU. 

 En concreto, el recurrente procedió al abono de este Impuesto liquidado por el Ayuntamiento de Jaca, liquidación que fue recurrida en reposición y posteriormente ante el Juzgado Contencioso-Administrativo de Huesca aportando prueba de escritura pública, dictamen pericial y hasta tablas oficiales del Ministerio de Fomento que demostraban la inexistencia de incremento de valor y, por ende, de hecho imponible. Ambos recursos fueron desestimados, no siendo posible un nuevo recurso por razón de la cuantía, razón por la cual se instó la vía de la responsabilidad patrimonial, que fue también desestimada.

Entrando en el análisis del caso, y tras examinar los requisitos necesarios para la exigencia de la referida responsabilidad -que se estiman cumplidos en la hipótesis examinada-, el Tribunal Supremo recuerda su doctrina en materia de inexistencia de la realización del hecho imponible del IIVTNU, admitiendo en este caso concreto la validez de las escrituras aportadas por el recurrente y desestimando las pruebas propuestas por la Administración para rebatir aquellas (tabla de evolución positiva de los valores catastrales del suelo), estimando el recurso interpuesto por el recurrente.

- Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Responsabilidad patrimonial de la Administración Pública. Inadmisibilidad en caso de ausencia de demostración de la inexistencia de incremento de valor

La Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de enero de 2020 (JUR 202022906) desestima el recurso de casación interpuesto por unos particulares contra un Acuerdo del Consejo de Ministros desestimatorio de la solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado Legislador en relación con el IIVTNU. 

A estos efectos, los recurrentes procedieron al abono de este Impuesto liquidado por el Ayuntamiento de Santander, liquidación que fue recurrida en reposición y posteriormente ante el Juzgado Contencioso-Administrativo de Santander. Ambos recursos fueron desestimados, no siendo posible un nuevo recurso por razón de la cuantía, razón por la cual se instó la vía de la responsabilidad patrimonial, que fue también desestimada.

Siendo esto así, el Tribunal Supremo, tras admitir la posibilidad de solicitar la referida responsabilidad patrimonial, vuelve a recordar su doctrina en materia de inexistencia de incremento de valor en el IIVTNU, en virtud de la cual la prueba de dicha inexistencia debe ser realizada por los contribuyentes, circunstancia que no se produce en el presente supuesto, lo que conduce a la desestimación del recurso interpuesto.

- Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Cálculo de la base. Imposibilidad de modificar los criterios de cálculo establecidos en la ley.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 2019 estima un recurso de casación interpuesto por la Ayuntamiento de Toledo contra una Sentencia de un juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Toledo relativa a una liquidación del citado Impuesto.

A este respecto, el juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Toledo había procedido a reconocer a la recurrente el derecho a la devolución de ingresos indebidos por el IIVTNU y ello por entender -como alegaba la recurrente- que las normas del Impuesto a través de las cuales se determina la cuota del referido Impuesto eran erróneas. En concreto, entendía que la base de cálculo debía calcularse tomando como referencia la diferencia entre el valor que el inmueble tenía al ser adquirido y el valor actual en el momento de su transmisión (lo que determinaría el incremento sujeto a efectos de este impuesto).

Frente a ello, el Tribunal Supremo entiende que dicha posibilidad no resulta viable, en la medida en que introduce una alteración en el procedimiento de cálculo del referido Impuesto que desconoce la regla legal establecida en el artículo 107.4 de la LHL, al que ha de estarse necesariamente para determinar la base imponible del impuesto en todos los casos en los que no se haya demostrado previamente la inexistencia de incremento a efectos de IIVTNU. 

- Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Imposibilidad de someter a gravamen situaciones de inexistencia de incrementos de valor. Prueba de dicha inexistencia y medios probatorios a tales efectos: doctrina general

La Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de octubre de 2019 (RJ 2019\4112) procede a examinar un recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Alcalá de Henares contra una Sentencia de un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Madrid relativo a una liquidación del IIVTNU.

A este respecto, el Alto Tribunal vuelve a reiterar la doctrina sentada en relación a la interpretación de la fórmula de cálculo del importe del referido Impuesto en su Sentencia de 9 de julio de 2018, recordando, a este respecto, que es al obligado tributario sobre quien recae la carga de la prueba de demostrar que el terreno no ha experimentado un aumento de valor y, por ende, que no se ha producido el nacimiento de la obligación tributaria principal correspondiente al IIVTNU.

Y la misma doctrina sustenta en cuanto a los medios de prueba admisibles en este sentido, recordando a estos efectos el referido Tribunal Supremo que el sujeto pasivo pueda recurrir a cualquier principio de prueba, como es (a) la diferencia entre el valor de adquisición y el de transmisión que se refleja en las correspondientes escrituras públicas, (b) optar por una prueba pericial que confirme tales indicios; o, en fin, (c) emplear cualquier otro medio probatorio ex artículo 106.1 LGT que ponga de manifiesto el decremento de valor del terreno transmitido y la consiguiente improcedencia de girar liquidación por el IIVTNU.

Por lo demás, y ya en último lugar, indica el TS que, en el caso de que se acredite por el obligado tributario la inexistencia de incremento de valor deberá ser la Administración tributaria la que pruebe en contra de dichas pretensiones para poder aplicar los preceptos de la LHL y exigir el impuesto, exigencia que, en su caso, podrá ser recurrida por los obligados tributarios tanto en vía administrativa como jurisdiccional a través de los medios de defensa y probatorios reconocidos en ambas vías.

Esta misma doctrina se reitera en las Sentencias del Tribunal Supremo de 21 de noviembre de 2019 (RJ 2019\4955), 12 de diciembre de 2019 (RJ 2019\5055), 16 de diciembre de 2019 (RJ 2020\76), 19 de diciembre de 2019 (RJ 2019\5265), 20 de enero de 2020 (JUR 2020\22906) y 23 de enero de 2020 (JUR 2020\40918).

- Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Imposibilidad de someter a gravamen situaciones de inexistencia de incrementos de valor. Prueba de dicha inexistencia y medios probatorios a tales efectos: ausencia de preferencia entre dichos medios

La Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de enero de 2020 (JUR 2020\37484) estima el recurso de casación interpuesto por una entidad mercantil contra un Acuerdo del Consejo de Ministros desestimatorio de la solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado Legislador en relación con el IIVTNU. 

En concreto, la cuestión debatida se centra en determinar si las pruebas aportadas por la entidad recurrente (diferentes informes periciales elaborados por un arquitecto) son suficientes para probar la inexistencia de incremento de valor, y ello a pesar de que no se aporten la escritura pública de adquisición del inmueble o del terreno.

Siendo esto así, el Tribunal Supremo, tras recordar su doctrina sobre los medios de prueba, señala que de la misma se deduce que la relación de dichos medios de prueba es abierta, siendo aptos unos y otros, por si solos o en conjunto y -lo que es verdaderamente importante, sin preferencia alguna entre ellos, razón por la cual no se atribute a la prueba realizada mediante la aportación de las correspondientes escrituras públicas de adquisición y/o transmisión un carácter imprescindible del que dependa la posibilidad de entender acreditada la inexistencia de incremento de valor.

Concluido lo anterior, el referido Tribunal estima que los informes periciales aportados por el referido arquitecto justifican adecuadamente la inexistencia del referido incremento, lo que determina la estimación del recurso interpuesto.

- Tarifa municipal por abastecimiento de agua potable por parte de concesionario: revisión de la doctrina jurisprudencial

La Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de enero de 2020 (RJ 2019/243) desestima el recurso de casación interpuesto por diferentes entidades mercantiles suministradoras de agua contra una Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña por la que, a su vez, se desestimaba el recurso interpuesto contra un Acuerdo de la Comisión de Precios de Cataluña en materia de reisión de tarifas por el servicio de abastecimiento de agua.

En concreto, se impugnaba por los recurrentes que las tarifas impugnadas constituían en realidad una tasa, sin que se hubiera respetado para su determinación (esto es, su cuantificación) el principio de reserva de ley tributaria.

Entrando a resolver el problema enjuiciado, el Tribunal Supremo tras reconocer que estamos ante una cuestión polémica que ha sido objeto de pronunciamientos encontrados a lo largo del tiempo, recuerda que en el caso de la contraprestación ante la cual nos encontramos la misma ostenta la naturaleza de tarifa (prestación pública de carácter no tributario) y no la de una tasa, en cuyo caso -señala el Tribunal Supremo- el principio de reserva de ley se flexibiliza, resultando suficiente, a los efectos de su cuantificación, con que por ley se establezcan los criterios idóneos a partir de los cuales será posible llevar a cabo la misma, conclusión esta que conlleva la desestimación del recurso interpuesto.

- Legitimación de los terceros que asumen pago de deudas en virtud de pacto o contrato para impugnar actos tributarios locales a través del recurso de reposición
La Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de octubre de 2019 (RJ 2019/4442) desestima el recurso interpuesto por un Ayuntamiento madrileño contra una sentencia del TSJ de Madrid que revocaba una Sentencia de un Juzgado económico-Administrativo de Madrid que negó la falta de legitimación activa de un tercero (una sociedad mercantil) que procedió a pagar el IIVTNU.

En concreto, el caso pivotaba sobre una compraventa de unos terrenos efectuada por una sociedad mercantil al consorcio urbanístico de Leganés, en el que dicha sociedad asumía el pago del referido impuesto (siendo que, como es sabido, el mismo debía ser abonado por el Consorcio transmitente).

Pues bien, el Tribunal Supremo, si bien reconoce que conforme a lo previsto en la LGT el tributo es indisponible, sin que puedan alterarse los elementos de la relación tributaria por pacto o contrato, termina por concluir que dicho tercero (la sociedad mercantil) sí ostenta legitimación para recurrir en reposición el importe del impuesto exigido, y ello en atención a la previsión contenida en el artículo 14.1 d) de la LHL, la cual viene a reconocer dicha legitimación, con carácter general, a “Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos y directos resulten afectados por el acto administrativo de gestión”, circunstancia que concurre sin duda, en el supuesto enjuiciado, en la sociedad recurrente.

- Autos del Tribunal Supremo en los que se admiten recursos de casación en materia tributaria

- Auto del Tribunal Supremo 12951/2019, de 12 de diciembre. Cuestión casacional: determinar si a efectos de fijar el diez a quo del cómputo del plazo de prescripción para solicitar la devolución de ingresos indebidos del ICIO -en aquellos casos en que las obras no se ejecutan, por desistimiento del solicitante-, debe atenderse al transcurso del plazo de otorgamiento de la licencia -o, en su caso, de su prórroga- o es necesario un acto formal de declaración de caducidad de ésta por parte del Ayuntamiento, sin el cual no llegaría a acaecer dicho diez a quo.

- Auto del Tribunal Supremo 11426/2019, de 4 de noviembre (JUR/2019/303394). Cuestión casacional: 1) Precisar si, es contrario al principio de legalidad tributaria o al de jerarquía normativa la limitación que para el reconocimiento de las bonificaciones fiscales potestativas previstas en los artículos 74.2 quáter, 88.2.e), 103.2.a) de la LHL establece el apartado 4 del anexo de la Orden PRE 966/2014, de 10 de junio que lo limita a la justificación “por motivos sociales”. 2) Determinar si, puede interpretarse el mencionado término reglamentario “justificados por motivos sociales” como referido a aquellos casos en que las actividades sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal declaración y, por tanto, si la disposición reglamentaria se ajusta al ámbito objetivo de la bonificación legal. 3) Determinar si los municipios que se hayan acogido a la ampliación del período de amortización de los préstamos formalizados en la primera fase del mecanismo de pagos a proveedores y que no se hayan acogido a las medidas extraordinarias de apoyo financiero contenidas en el título del Real decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, pueden reconocer las bonificaciones fiscales potestativas previstas en los artículos 74.2 quáter, 88.2.e), 103.2.a) del texto refundido de la LHL cuando estén justificados por motivos sociales.

- Auto del Tribunal Supremo 11426/2019, de 5 de noviembre (JUR/2019/308394). Cuestión casacional: Determinar quién es el sujeto pasivo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, en el caso de los inmuebles de que es titular la Tesorería General de la Seguridad Social, pero adscritos o transferidos a una Comunidad Autónoma en virtud de los distintos Reales Decretos sobre traspaso a las Comunidades Autónomas de las funciones y servicios del Instituto Nacional de la Salud, si la Comunidad Autónoma o la citada Tesorería.

- Auto del Tribunal Supremo 12958/2019, de 12 de diciembre. Cuestión casacional: determinar si el alcance y extensión del ICIO a favor de construcciones, instalaciones y obras directamente destinadas a carreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos obras hidráulicas, saneamiento de sus poblaciones y de su aguas residuales de las que sea dueño el Estado, las Comunidades Autónomas o las entidades locales, precisando si resulta aplicable al supuesto en que la gestión de la obra se lleve a cabo por una empresa pública con forma de sociedad mercantil o únicamente comprende a los organismos autónomos. 

- Auto del Tribunal Supremo 12590/2019, de 12 de diciembre. Cuestión casacional: a) Determinar si la figura del sustituto del contribuyente, prevista en el artículo 101.2 de la LHL, puede ser atribuida a un tercero, cuando el dueño de la obra y sujeto pasivo, a título de contribuyente, fue quien solicitó la licencia de obras. b) En caso de que se diera respuesta afirmativa a la anterior pregunta, determinar si un tercero a quien se le encarga la ejecución de las obras con posterioridad a la solicitud de la licencia puede incurrir en algún presupuesto legal que le haga ocupar la posición del sustituto del contribuyente.

- Auto del Tribunal Supremo 12591/2019, de 12 de diciembre. Cuestión casacional: fijación de la doctrina sobre el momento en que se convierte en indebido el ingreso que se hizo en concepto de ICIO cuando hubo caducidad de una licencia por ausencia de prórroga y posterior renuncia a la misma a efectos de determinación del dies a quo del plazo de prescripción en virtud de lo dispuesto en los art. 66.c) y 67.1 de la LGT.

- Auto del Tribunal Supremo 12714/2019, de 12 de diciembre. Cuestión casacional: Establecer si, con el fin de determinar la base imponible en la liquidación definitiva del ICIO, la Administración gestora del impuesto puede modificar la fórmula de cálculo empleada en la liquidación provisional por otra distinta en la definitiva, utilizando en ésta el basado en el presupuesto de ejecución material presentado por los interesados, en vez de los módulos establecidos en la ordenanza fiscal, aplicado en la primera liquidación; y viceversa.

- Auto del Tribunal Supremo 251/2020, de 16 de enero. Cuestión casacional: ¿Puede el obligado tributario, dentro del plazo de prescripción, instar por segunda vez la rectificación de su autoliquidación y consiguiente devolución de ingresos indebidos, aunque la primera solicitud haya sido desestimada en virtud de un acto administrativo que ha adquirido firmeza?

- Auto del Tribunal Supremo de 16 de enero de 2020 (JUR/2020/29252). Cuestión casacional: Determinar a partir de qué momento debe reputarse indebido el ingreso efectuado en la liquidación provisional del ICIO, a efectos de su devolución, en aquellos supuestos en que las obras no se pueden realizar porque la licencia de edificación ha sido anulada judicialmente y, en tal caso, desde cuándo se han de computar los intereses de demora en favor del contribuyente, si desde el ingreso del importe de dicha liquidación o si desde el conocimiento de la firmeza de la sentencia firme que hace imposibles las obras que determinan el gravamen?

- Auto del Tribunal Supremo 752/2020, de 30 de enero. Cuestión casacional: 1. En aquellos casos en que sea necesario individualizar el valor del terreno respecto del precio total de transmisión para comprobar si el mismo ha experimentado o no un aumento de valor (de lo que dependerá que se halle sujeto a tributación por el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana), determinar lo siguiente: 1.1. Si el método consistente en calcular la proporción que represente en la fecha de la transmisión el valor catastral del terreno respecto del valor catastral total del bien inmueble es válido pese a que la escritura de adquisición del solar reflejaba el precio de compra del solar (magnitud que pudiera diferir del valor catastral que tuviera asignado en el momento en que se produjo dicha adquisición). 1.2. Si, en el caso de que se dé una respuesta afirmativa a la primera cuestión, tal método debe prevalecer sobre otros medios de prueba admisibles en derecho. 

- Autos del Tribunal Supremo de 6 de noviembre de 2019 (JUR/2019/307548) y de 16 de enero de 2020 (JUR/2020/26291). Cuestión casacional: a) Matizar, precisar, o revisar, en su caso, la jurisprudencia establecida, concretando si los informes técnico-económicos a los que se refieren el artículo 25 de la LHL y el artículo 20.1 de la LTPPE que deben incorporarse a los expedientes de aprobación de las tasas por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público pueden considerarse suficientemente motivados cuando la determinación del módulo básico de repercusión del suelo (MBR) y del módulo básico de construcción (MBC) se efectúan por remisión a lo establecido en otra disposición general, concretamente la Orden EHA/3188/2006, de 11 de octubre, modificada por la Orden EHA/2816/2008, y a la Ponencia de Valores del Municipio.

b) Matizar, precisar, o revisar, en su caso, la jurisprudencia establecida, concretando si en los supuestos de aprovechamiento especial de bienes del dominio público es lícito imponer un tipo de gravamen del 5% sobre la base de la tasa que tomará, a su vez, como referencia, la utilidad que reporte el aprovechamiento, partiendo de que, a juicio de la Sala de instancia, estamos irrefutablemente ante un caso de aprovechamiento especial, no de uso privativo y, en su caso, cuál debería ser el tipo de gravamen aplicable a éste que debería reflejar la ordenanza. 

3. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

No existen, en el periodo correspondiente al presente informe, pronunciamientos del TSJ de Aragón en materia de tributos locales.

III) OTROS DOCUMENTOS 

- Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2020. Otros Proyectos legislativos

No existe, como es sabido, a día de hoy, ninguna previsión al respecto de los Presupuestos Generales del Estado (aunque se haya aprobado el techo de gasto). Tampoco existen proyectos legislativos que incidan en la materia financiera y tributaria objeto del presente Informe.

- Informes del Tribunal de Cuentas del Reino

En el período existente entre el instante actual y la fecha de presentación del anterior informe, resultan destacables los siguientes Informes de fiscalización del referido del Tribunal:

• Informe de Fiscalización núm. 1362/2019, de 30 de enero, sobre las ayudas a la reactivación de las comarcas mineras.

• Informe de fiscalización núm. 1362/2019, de 19 de diciembre, sobre los acuerdos y resoluciones contrarios a reparos formalizados por los Interventores locales de las entidades locales de la Comunidad Autónoma de Canarias y las anomalías detectadas en materia de ingresos, así como sobre los acuerdos adoptados con omisión del trámite de fiscalización previa, ejercicio 2016.

- Informes de la Cámara de Cuentas de Aragón

En cuanto a los Informes emitidos por parte de la Cámara de Cuentas Aragonesa, no existen, en el periodo correspondiente al presente informe, Informes relativos a las Entidades Locales.
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